SENTENCIA DE TUTELA DE 2ª INSTANCIA N°018
RADICACIÓN:      660013187003201700111-01

ACCIONANTE:     HORACIO CORTÉS PIEDRAHITA
CONFIRMA Y DECLARA HECHO SUPERADO

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
Sentencia  – 2ª instancia – 31 de enero de 2018

Proceso:    
Acción de Tutela – Confirma amparo y declara hecho superado
Radicación Nro. :

 660013187003201700111-01
Accionante: 


 HORACIO CORTES PIEDRAHITA
Accionado:
  FIDUPREVISORA Y OTROS

Magistrado Ponente: 
  JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 
DERECHO DE PETICIÓN / CARENCIA ACTUAL DE OBJETO POR HECHO SUPERADO. [D]e la información que con posterioridad a la emisión de la decisión de primer nivel aportada por el Secretario de Educación de Pereira, se observa que de dicha entidad ya dio respuesta a lo pedido por el apoderado del actor HORACIO CORTÉS, habida cuenta que luego de que por parte de la FIDUPREVISORA se emitiera el visto bueno pertinentes, por parte del ente municipal se emitió la resolución 7782 de diciembre 14 de 2017, por la cual se dio cumplimiento a los fallos judiciales que ordenaron la reliquidación de la pensión de jubilación del referido docente. Tal pronunciamiento le fue debidamente notificado al abogado del actor en  diciembre 19 de esta anualidad. (…) En ese orden de ideas, y aunque la información que pedía el actor por parte de la Secretaría de Educación de Pereira y la FIDUPREVISTA ya la fue suministrada, pese a que se hizo de manera tardía, ello comporta predicar que no obstante que en efecto se vulneró el derecho de petición, tal quebrantamiento ya fue subsanado y por ende se ha configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional.
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                                              RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, treinta y uno (31) de enero de dos mil dieciocho (2018)

                                                                 Acta de Aprobación N° 0080
                                               Hora: 7:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el Vicepresidente del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  -en adelante FIDEUPREVISORA-, contra la sentencia proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), con ocasión de la acción de tutela instaurada mediante apoderado por el señor HORACIO CORTES PIEDRAHITA contra dicha entidad y la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira.

2.- DEMANDA 

Informa el apoderado del señor CORTÉS PIEDRAHITA  que con ocasión de la sentencia proferida en junio 29 de 2016 por el Juzgado Quinto Administrativo de Pereira y confirmada en diciembre 14 de 2016 por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda, requirió en abril 5 de 2017 a la Secretaría de Educación Municipal de Pereira y a la FIDUPREVISORA para que procedieran a expedir el acto administrativo por el cual reconoce lo estipulado en la sentencia judicial, sin que a la fecha de interposición de la tutela se le hubiera dado respuesta alguna, con lo cual se quebranta el derecho de petición.

Pide la protección de tal garantía y en consecuencia se le ordene a la FIDUPREVISORA y a la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira que resuelvan de fondo la petición elevada y se expida el acto administrativo de reconocimiento del derecho estipulado en los fallos.

3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- Una vez admitida la demanda de tutela la juez de primer nivel corrió traslado a la FIDUPREVISORA y a la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira, quienes al respecto así se pronunciaron:

- El Secretario de Educación del Municipio de Pereira, informa que con ocasión de la solicitud elevada a ese despacho, se envió proyecto de acto administrativo a la FIDUPREVISORA desde mayo 31 de 2017, la cual se negó y regresó en junio 22 de 2017; una vez subsanada la inconsistencia presentada, nuevamente se remitió en agosto 3 de 2017 y al revisar al aplicativo NURF II, dicha prestación aparece aprobada, pero a la fecha no ha llegado a dicha Secretaría, por lo que una vez llegue se elaborará el acto administrativo y se remitirá nuevamente al área de pagos de la FIDUPREVISORA. Considera en consecuencia que no se ha vulnerado derecho fundamental alguno.


- El representante legal de la FIDUPREVISORA, comunica que no tienen competencia para expedir actos administrativos relacionados con las acreencias económicas de los docentes vinculados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que su competencia es la de emitir aprobación al proyecto de acto administrativo que elaboran las Secretarías de Educación y en este caso no ha vulnerado derechos fundamentales al no evidenciarse en sus aplicativos la solicitud referida, pero al verificar el requerimiento, se observa que el misma cuenta con visto bueno. Aduce que no se le puede endilgar responsabilidad a la FIDUPREVISORA ya que los derechos de petición de los docentes deben ser radicados y respondidos por cada ente territorial.  Pide en consecuencia su desvinculación de este trámite ante la existencia de falta de legitimidad por pasiva  y  se requiera a la Secretaría de Educación de Pereira para que sea esta quien la conteste.

3.2.- Mediante sentencia de diciembre 18 de 2017, el juzgado de instancia tuteló el derecho fundamental de petición del señor HORARIO CORTÉS PIEDRAHITA y le ordenó a FIDUPREVISORA que dentro de los dos (2) días siguientes dé respuesta al reclamo elevado por el actor.
4.- IMPUGNACIÓN

Inconforme con lo decidido, el Representante Legal de la FIDUPREVISORA expresó que lo exigido se hizo ante la Secretaría de Educación de Pereira, el cual no es un derecho de petición, sino un requerimiento referente a una prestación económica, por lo cual dicha entidad no ha vulnerado derecho alguno al no observarse en sus aplicativos tal solicitud; así mismo al verificar los datos en el aplicativo, se evidencia que el fallo contencioso se radicó en la Secretaría de Educación y se emitió visto bueno. Considera que la tutela no puede proceder ante la existencia de otros mecanismos previstos por el legislador para lograr el cumplimiento del fallo judicial, por lo cual pide se revoque la sentencia al no tener la obligación de responder lo pedido, por ser del resorte de la Secretaría de Educación, ante la cual se radicó el escrito.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, de acuerdo con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91, y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069/15 y 1983/17.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto contenido en la sentencia impugnada, en cuanto tuteló el derecho de petición reclamado por el señor HORACIO CORTÉS PIEDRAHITA. De conformidad con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, revocándola o modificándola.

5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

De la información arrimada al dossier, se aprecia que el señor HORACIO CORTÉS PIEDRAHITA, por intermedio de su apoderado radicó en abril 5 de 2017 petición ante la Secretaría de Educación de Pereira – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, solicitud de pago en relación con lo ordenado en la sentencia judicial que dispuso la reliquidación pensional, sin que por parte de las entidades accionadas se le hubiera dado respuesta de fondo a lo pedido, en especial, la expedición del acto administrativo que reconociera los valores estipulados por vía judicial.
En este caso, lo que pretende el actor es el amparo de su derecho fundamental de petición que considera vulnerado por parte de la Secretaría de Educación del Municipio de Pereira y la FIDUPREVISORA, toda vez que no le han dado respuesta al reclamo elevados en abril 04 de 2017
, tendiente al cumplimiento del fallo judicial emitido por el Juzgado Quinto Administrativo de Pereira y confirmado por el Tribunal Contencioso Administrativo de Risaralda.

Como lo ha predicado la Corte Constitucional
 cuando se trata de proteger el derecho de petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo.

El derecho de petición brinda la posibilidad de dirigirse a las autoridades públicas en interés particular, para obtener una respuesta dentro del término legalmente establecido. Esa garantía se puede calificar como satisfecha o respetada cuando esa autoridad o persona que atiende el servicio público, a quien se dirige la solicitud, tramita y resuelve oportunamente sobre ella, independientemente de que la contestación sea negativa o positiva frente al interés planteado, aunque se exige que el asunto propuesto debe ser adecuadamente abordado en la decisión. 

A este respecto existen lineamientos generales trazados por la Corte Constitucional en lo que hace con el derecho de petición, por ejemplo, en la sentencia T-043/09 se dijo:

“Esta corporación ha sostenido que el derecho de petición se materializa cuando la autoridad requerida, o el particular en los eventos en que procede, emite respuesta a lo pedido, i) respetando el término previsto para tal efecto; ii) de fondo, esto es, que resuelva la cuestión, sea de manera favorable o desfavorablemente a los intereses del peticionario; iii) en forma congruente frente a la petición elevada; y, iv) comunicándole al solicitante. Entonces, si emitida la contestación por el ente requerido, falla alguno de los tres presupuestos finales, se entenderá que la petición no ha sido atendida, conculcándose el derecho fundamental […]”. 
La ley 1755 de junio 30 de 2015, en su artículo 13 dispone: “Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este Código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma”. Igualmente, el canon 14 de la referida normativa y en relación con el plazo para responder peticiones, expresa: “Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción […]”

En el sub lite se percibe que le asistía razón al ciudadano HORACIO CORTÉS al instaurar la tutela, porque pese a efectuar solicitud desde abril de 2017, a la fecha de interposición de la acción  -diciembre 5 de 2017- no se le había entregado respuesta de fondo, clara y precisa frente a lo pedido, lo que conllevó a que la quo dispusiera el  amparo del derecho de petición que le había sido vulnerado, aunque en sentir de la Sala, dicha orden no debió ser emitida únicamente para FIDUPREVISORA, sino también para la Secretaria de Educación del Municipio de Pereira, toda vez que ambas entidades, de conformidad con lo reglado en el Decreto 2831 de 2005 deben trabajar de manera articulada en relación con los trámites para el reconocimiento de las prestaciones sociales del magisterio.

No obstante lo anterior, de la información que con posterioridad a la emisión de la decisión de primer nivel aportada por el Secretario de Educación de Pereira, se observa que de dicha entidad ya dio respuesta a lo pedido por el apoderado del actor HORACIO CORTÉS, habida cuenta que luego de que por parte de la FIDUPREVISORA se emitiera el visto bueno pertinentes, por parte del ente municipal se emitió la resolución 7782 de diciembre 14 de 2017
, por la cual se dio cumplimiento a los fallos judiciales que ordenaron la reliquidación de la pensión de jubilación del referido docente. Tal pronunciamiento le fue debidamente notificado al abogado del actor en  diciembre 19 de esta anualidad
.

Con la emisión de dicha resolución, estima la Sala que de manera tácita se respondió lo reclamado por el actor HORACIO CORTÉS, máxime que su pretensión estaba precisamente encaminada a que  se expidiera el acto administrativo por el cual se le realizara el respectivo reconocimiento de los derechos que le fueron otorgados por vía judicial, como en efecto así se procedió por parte de la Secretaría de Educación de Pereira.

Con miras a corroborar si el profesional del derecho que representa los intereses del accionante, sí fue la persona que suscribió el acta de notificación allegada a esta acción, se sostuvo contacto con su oficina, donde se logró establecer por intermedio de su dependiente, que al abogado del señor HORACIO CORTÉS, ya le fue notificado tal acto administrativo
.
En ese orden de ideas, y aunque la información que pedía el actor por parte de la Secretaría de Educación de Pereira y la FIDUPREVISTA ya la fue suministrada, pese a que se hizo de manera tardía, ello comporta predicar que no obstante que en efecto se vulneró el derecho de petición, tal quebrantamiento ya fue subsanado y por ende se ha configurado la carencia actual del objeto por hecho superado, como así lo tiene sentado la jurisprudencia constitucional
. 

Por lo anterior, la Sala confirmará la providencia emitida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), pero declarará la carencia actual del objeto por tratarse de un  hecho superado.

6.- DECISIÓN 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA la sentencia de tutela proferida por el Juzgado Tercero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), 
SEGUNDO: SE DECLARA la carencia actual del objeto, por tratarse de un hecho superado.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la Honorable Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
       JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,

WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 8.


� Sentencia T-149/13.


� Ver folio 76 y ss.


� Ver folio 79 vto.


� Ver folio 4 cdno. de segunda instancia.


� Véase entre otras, la sentencia T-727 de 2010.
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